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Resumen 
Los cambios en las sociedades modernas que se presentan debido a los avances en materia 
tecnológica desde el campo de la medicina, son una realidad evidente que deben tener en 
cuenta actualmente los Estados al momento de desarrollar la legislación que se ocupara de 
regular estás materias. Uno de los grandes temas de discusión que hoy en día se presentan 
en Estados como Colombia tiene que ver con la utilización de las Técnicas de 
Reproducción Asistida, que en esta ocasión se abordará desde la perspectiva de la inclusión 
o exclusión de estos en el plan de beneficios brindado por el sistema de seguridad social en 
Colombia. Lo anterior, presenta una dificultad notoria y es que el legislador colombiano no 
se ha encargado de regular  Aún existe un gran debate en la legislación colombiana, ya que 
no se ha regulado la aplicación de técnicas de reproducción asistida y su viabilidad, sin 
embargo, la doctrina ha legitimado en virtud del artículo 42 de la Constitución Política de 
1991, el cual hace referencia a que“Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, 
adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y 
deberes”, esto abre la puerta a la posibilidad de utilizar procedimientos científicos para la 
concepción en parejas que no pueden procrear naturalmente, no obstante no resulta claro si 
dicho artículo impone al Estado la obligación de garantizar la aplicación de las técnicas de 
reproducción asistida para garantizar el derecho a la familia de aquellas personas que no 
pueden procrear de manera natural, dicha discusión en la actualidad presenta diversas 
posturas que serán el objeto de análisis del presente artículo de investigación.  
Palabras Clave: maternidad, derechos sexuales y reproductivos, derecho a la familia, 
técnicas de reproducción asistida, sistema de seguridad social en salud, plan de beneficios. 
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The Regulation on the integration of assisted reproduction techniques in the health 
system since the principle of Fiscal sustainability in Colombia. 
 
Abstract 
The changes in modern societies that arise due to advances in technology from the field of 
medicine, are an obvious reality that States must take into account at the moment of 
developing legislation that will regulate matters. One of the major topics of discussion that 
today are presented in States such as Colombia has to do with the use of Assisted 
Reproduction Techniques, which on this occasion will be addressed from the perspective of 
the inclusion or exclusion of these in the plan of benefits provided by the social security 
system in Colombia. The above, presents a notorious difficulty and is that the Colombian 
legislature has not been responsible for regulating There is still a great debate in the 
Colombian legislation, since the application of assisted reproduction techniques and its 
viability has not been regulated, however, the doctrine has been legitimized by virtue of 
Article 42 of the Political Constitution of 1991, which refers to the fact that "Children born 
in or out of wedlock, adopted or naturally procreated or with scientific assistance, have 
equal rights and duties". opens the door to the possibility of using scientific procedures for 
conception in pairs that cannot procreate naturally, however it is not clear if this article 
imposes on the State the obligation to guarantee the application of assisted reproduction 
techniques to guarantee the right to family of those people who cannot procreate in a 
natural way, this discussion currently presents different postures that will be the object of 
analysis of this research article. 
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Introducción  
Las técnicas de reproducción asistida surgen en el año 1975 en Estados Unidos, en la 
ciudad de California publicaron a través de anuncio de prensa una invitación a las mujeres a 
participar de una inseminación artificial, debido a que existía una pareja estéril que no 
contaba con la posibilidad de  tener hijos. La mujer escogida que contara con las 
condiciones y estuviera dispuesta para ello sería remunerada (Rodríguez & Martínez, 
2012).  
El avance de los métodos científicos para la procreación de hijos, resulta muy favorable 
para las parejas que no pueden realizar este proceso de manera natural, ya que encuentran 
una opción en la ciencia de poder concebir sus hijos, a través de “técnicas dentro del 
ámbito científico y médico han sido denominadas como técnicas de reproducción humana 
asistida – o T.R.H (Solís, 2000, p.37).  
En Colombia se presenta un problema respecto de la reproducción asistida científicamente; 
ya que no se ha legislado sobre la procreación con técnicas de reproducción asistida, su 
aplicación, su práctica dentro del plan de beneficios en el sistema de seguridad social en 
salud, y las obligaciones legales que surgen por la utilización de estas. Asi entonces, en el 
ámbito interno es claro que las normas no han avanzado de manera concomitante con los 
avances científicos en materia reproductiva (Arévalo, 2016).  
En el contexto de lo anterior, resulta relevante e importante realizar un análisis acerca del 
contexto jurídico del sistema de seguridad social en salud en Colombia para determinar la 
procedencia de la inclusión de la práctica de técnicas de reproducción asistida dentro del 
plan de beneficios en salud. 
En razón de los argumentos anteriormente expuestos, se ha planteado como pregunta de 
investigación para el desarrollo del presente artículo de reflexión la siguiente ¿Cómo se 
puede regular la inclusión de las técnicas de reproducción asistida desde el principio de 
sostenibilidad fiscal en colombia?, lo anterior persigue el objetivo principal de analizar el 
contexto jurídico del sistema de seguridad social en salud en Colombia para determinar la 
procedencia de la inclusión de la práctica de técnicas de reproducción asistida dentro del 
plan de beneficios en salud, desde la perspectiva del principio de sostenibilidad fiscal. 
Para el desarrollo de la presente investigación, se han planteado tres hipótesis iniciales, que 
son las siguientes: 
La primera hipótesis indica que el Estado colombiano No puede integrar al plan de 
beneficios del Sistema de Seguridad Social en Salud ya que esto estaría en contravía del 
principio de sostenibilidad fiscal, ya que es primordial que se prioricen los recursos para 
atender otro tipo de necesidades del sector salud en Colombia. La segunda hipótesis 
expresa que SI pueden incluirse dentro del plan de beneficios en salud en Colombia la 
aplicación de Técnicas de Reproducción Asistida ya que al no reconocer estas como un 
servicio a cargo de las entidades promotoras de salud, se está vulnerando la autonomía 
reproductiva de los individuos y no se está garantizando lo dispuesto en el artículo 42 de la 
Constitución Política. La tercera hipótesis expresa que es necesario la evaluación de cada 
caso concreto con el fin de terminar la necesidad del individuo de acceder a la práctica de 
algunas de las Técnicas de Reproducción Asistida y el porcentaje de éxito de la misma en 
su objetivo de procreación.  
Con el fin de desarrollar el problema jurídico planteado y el objetivo general propuesto, se 
realizará una recopilación de textos jurídicos y jurisprudencia. Lo anterior, para que 
posteriormente se puede entrar a realizar un análisis síntesis de se logre identificar la 
viabilidad de la inclusión de las técnicas de reproducción asistida en el plan de beneficios 
en salud y su relevancia en la garantía de los derechos sexuales y reproductivos.  
1. Criterio de la sostenibilidad fiscal en Colombia 
El principio de sostenibilidad fiscal se introdujo en la Constitución Política de 1991 
mediante el acto legislativo 03 de 2011, que expone este concepto como una herramienta 
para el logro el adecuado manejo de los recursos, para la efectiva consecución de los fines 
del Estado en Colombia.  
En este contexto, dentro de la exposición de motivos presentada para el trámite del acto 
legislativo que incluye el criterio de sostenibilidad fiscal en la Constitución Política de 199 
el legislador expone lo siguiente:  
El principio de sostenibilidad fiscal apunta a impedir el déficit estructural 
de las finanzas públicas, a lograr un Estado Social de Derecho en el largo 
plazo. Impedir además que el déficit conlleve a Colombia a un déficit 
coyuntural el cual hace referencia a una situación en que los gastos 
superan permanentemente a los ingresos. La estabilidad del gasto social y 
su credibilidad en el tiempo que otorgue estabilidad a las políticas sociales 
hacen necesario generar determinado superávit primario anualmente 
(Ministerio de Hacienda, 2011, p.3).  
En este contexto, se puede inferir que la sostenibilidad fiscal es un criterio orientador 
integrado en la Constitución Política de Colombia mediante el Acto legislativo 03 de 2011, 
lo anterior, con la finalidad de racionalizar los gastos en los que incurre la nación y de esta 
manera lograr el alcance progresivo de los objetivos del Estado Social de Derecho.
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Como lo expresa Cárdenas (2010) la sostenibilidad fiscal hace referencia a “un manejo de 
las finanzas públicas en el que el gasto público no se incremente por encima de los 
ingresos, para limitar el déficit fiscal, y que la deuda pública no crezca más allá de la 
capacidad de pago” (p.1). 
La sostenibilidad fiscal busca que el Estado cuente de manera permanente con recursos 
suficientes para cumplir con los fines del Estado social de derecho expuestos en la 
Constitución Política de 1991. Dicho concepto va ligado con el de progresividad y 
continuidad a los derechos sociales y económicos consagrados en la Constitución, para lo 
cual el Estado debe dirigir la economía de la nación ajustándola a sus necesidades.  
Por lo tanto la discusión en el caso concreto de las Técnicas de Reproducción Asistida en 
este caso se centra en determinar si el Estado colombiano debe contemplar el acceso a este 
servicio de salud dentro del plan de salud, para de esta manera permitir a los individuos el 
goce efectivo de los derechos sexuales y reproductivos de quienes padecen algún tipo de 
infertilidad, teniendo en cuenta los preceptos de Estado Social de Derechos esbozados en la 
Constitución de 1991 (Carvajal, 2016). 
Además, al indagar frente a la posible ruptura social frente al caso de la reproducción 
asistida donde para la religión Católica es un problema de moral religiosa, donde la Iglesia 
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 Concordante con el artículo 334 de la Constitución Política de Colombia de 1991. 
Católica profana que los hijos deben llegar bajo la unión del matrimonio siguiendo la 
función sacramental de la procreación entre un hombre y una mujer. Así las cosas no sólo 
involucra a la persona que decide procrear sino quien llega a este mundo a través de estos 
métodos.  
Respecto de la sostenibilidad fiscal, la Corte Constitucional ha expresado lo siguiente: 
Es claro de acuerdo a lo expuesto por esta corporación, que la sostenibilidad 
fiscal se debe entender más como una herramienta, o un criterio orientador. 
Ya que si bien en la primera redacción del proyecto de ley la sostenibilidad 
fiscal se concibió como un principio constitucional, en la discusión que se 
dio en el Congreso de la República, se evidencio un disenso al respecto, por 
lo cual fue aprobado como una herramienta que orienta las actuaciones de 
las ramas del poder público y se materializa mediante ejercicios concretos 
como la regla fiscal y el incidente de impacto fiscal. 
En este sentido, como lo indica Gonzalez, (2013), resulta claro que los derechos sexuales y 
reproductivos tienen su fundamento de protección constitucional desde el artículo 42, que 
legitima también la reproducción asistida científicamente para la procreación de hijos. Sin 
embargo, es necesario que se regule el tema, para que de manera concisa se le indique a 
quienes deseen someterse a este tipo de prácticas las consecuencias jurídicas en relación 
con la filiación y las médicas que puede representar este tipo de prácticas. 
2. Técnicas de reproducción asistida y su incidencia en los derechos sexuales y 
reproductivos.  
Las técnicas de reproducción asistida nacen como respuesta a los problemas de infertilidad 
que se presentan en los individuos se ambos sexos, de manera frecuente en la actualidad. La 
infertilidad, se define como “la incapacidad de completar un embarazo después de un 
tiempo razonable de relaciones sexuales sin medidas anticonceptivas” (Brugo, Chillik & 
Copelman, 2003).   
Por lo tanto, las Técnicas de Reproducción Asistida son avances científicos creados 
alrededor de la identificación de problemas de infertilidad que presentan diferentes 
pacientes. Como lo indica Cárdenas (2016) “este tipo de avances tecnológicos desde el 
ámbito de la biomédica han tenido diversos cuestionamientos éticos y por esta razón la 
regulación sobre la utilización de las mismas no ha tenido grandes avances”.  
Si bien en el tema de los diferentes métodos de reproducción asistida existen algunos donde 
se evidencia que en casos especificos existirá efectividad y pueden llegar a procrear o en 
algunos casos pacientes que no son compatibles. La ciencia no da una certeza 100% que 
será efectivo. Por lo cual si bien es una opción que para algunas parejas mejora su calidad 
de vida e incluso ayuda en la continuidad de una vida armoniosa para otras se ha convertido 
en un problema económico porque no cuentan con la estabilidad económica para 
solventarlo y al estar excluidos del sistema de seguridad social es aún más difícil. 
No obstante los contradictores que presenta el avance en técnicas de reproducción asistida 
como la solución idónea para los problemas de infertilidad, o incluso resulta un camino 
para la procreación de hijos para las parejas del mismo sexo. Es claro entonces que los 
avances científicos que se desarrollen en el campo de estas técnicas fomentan el ejercicio 
de los derechos sexuales y reproductivos de los individuos (Rodríguez, 2018) 
Dicho lo anterior es claro que si bien la ciencia evoluciona y encuentra cura para los 
diferentes tipos de infertilidad, no se puede dejar atrás la incidencia a nivel social, en 
cuanto a costos que con lleva esto proporcionarlo al estado. Es menester proveer salud para 
sus ciudadanos, pero también permite ver que capacidad económica tienen estos 
procedimientos, es decir su incidencia fiscal y su incidencia social.  
El tema de los derechos sexuales y reproductivos ha sido abordado desde el derecho 
internacional, y se  señala que la salud sexual y reproductiva: 
 
Entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin 
riesgos y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, 
cuándo y con qué frecuencia. 6 Esta última condición lleva implícito el 
derecho del hombre y la mujer a obtener información y de planificación 
de la familia de su elección, así como a otros métodos para la regulación 
de la fecundidad que no estén legalmente prohibidos, y acceso a métodos 
seguros, eficaces, asequibles y aceptables, el derecho a recibir servicios 
adecuados de atención de la salud que permitan los embarazos y los 
partos sin riesgos y den a las parejas las máximas posibilidades de tener 
hijos sanos (Organización de las Naciones Unidas, 1994).  
Frente a esto la legislación Colombiana dispuso que los derechos sexuales y reproductivos 
puedan permitirle a las personas de gozar libremente y tomar autonomía sobre procrear o 
no, dicho así, el alcance de los derechos da una normativa para que no exista 
discriminación. Teniendo en cuenta que somos una constitución que prioriza el derecho a la 
vida, la libertad y la integridad personal del cual se derivan  como principio constitucional 
con respaldo en lo mencionado por los tratados suscritos por Colombia. Donde el estado 
debe proveer una serie de mecanismos efectivos donde puedan acceder a diferentes técnicas 
de reproducción asistida con el fin de cumplir los derechos en que se fundamentan los 
sexuales y reproductivos.  
Es notorio entonces que los derechos sexuales y reproductivos tienen una connotación 
importante teniendo en cuenta que influyen de manera relevante en el bienestar físico, 
mental y social de los individuos. Como lo indica Galdós (2014), “la salud sexual resulta 
siendo una condición del ser humano que le permite al individuo definir de manera libre 
sobre su sexualidad y la concepción hijos dentro de su núcleo familiar”. 
Con base en lo anterior, si bien Profamilia como entidad y siguiendo con lo reglado en la 
legislación Colombiana, brinda la atención de la salud reproductiva, de los cuales se 
encuentra inmerso los tratamientos de infertilidad, el estado no puede priorizar este tipo de 
casos teniendo en cuenta que existe una limitación frente al gasto público, debido a que 
existen severos  problemas de salud, que sí traen consigo un problema de salud pública. 
Cabe resaltar que estos tratamientos son de alto costo y si bien nuestra Constitución en sus 
derechos fundamentales y como prioridad están el de la Vida digna, existen muchos niños 
que no gozan ni tienen probabilidades de tenerla, el estado debe velar ante todo por 
contemplar la adopción como una primera fase, teniendo en cuenta que existen muchos 
niños sin padres está no sea una opción mejor.  
Ahora bien, es necesario realizar un análisis desde la perspectiva del derecho comparado, 
sobre la aplicación de las Técnicas de Reproducción asistida y su prestación a través del 
sistema de seguridad social, lo que se abordara a continuación.  
2.1 La regulación sobre las Técnicas de Reproducción Asistida desde el derecho 
comparado: 
Las técnicas de reproducción asistida han sido objeto de discusión en varios países de 
Latinoamérica, ya que no existe un consenso acerca de la forma en que se deben regular 
este tipo de prácticas. En ese sentido, se abordara de manera concreta la regulación que se 
ha expedido en Argentina, México  
 
2.1.1 Argentina: 
En Argentina, existió una discusión previa acerca de la regulación favorable o desfavorable 
en relación con la aplicación de las técnicas de reproducción asistida. No obstante, luego de 
evaluar los principios constitucionales y los derechos de los individuos expresados en la 
misma, se opta por regular el tema. 
Como lo indica Rodríguez (2015) en el año 2013 en Argentina se expidió la 
Ley N°26.862  que contempla el acceso integral a los procedimientos y 
técnicas Médico-asistenciales de reproducción asistida, cuya reglamentación 
se realizó a través del decreto 956/2013,26 que hace referencia a la cobertura 
a nivel nacional de este tipo de procedimientos. En estas normas, se indica 
de manera expresa que cada persona mayor de edad puede acceder a un 
máximo de 4 tratamientos por año con técnicas de baja complejidad, y hasta 
3 tratamientos de alta complejidad. No obstante, para poder acceder a los 
tratamientos de alta complejidad es requisito indispensable que se someta a 
los tratamientos de baja complejidad, y que exista un intervalo entre la 
práctica de uno y otro mínimo de 3 meses (p. 149).  
Como se puede observar, en Argentina se ha dispuesto el acceso a las Técnicas de 
Reproducción Asistida desde el sistema de salud, mediante una serie de condiciones 
previstas en la ley que son de obligatorio cumplimiento para el acceso a las mismas. Esta 
normativa, se ha fijado con la finalidad de garantizar los derechos sexuales y reproductivos 
de los individuos.  
Asi mismo, como lo indica Krasnow (2016) el legislador argentino se ha preocupado por 
expedir normas en materia civil que definan las condiciones de filiación en el caso de la 
procreación a través de la utilización de las Técnicas de Reproducción Asistida, con lo que 
se busca blindar jurídicamente estas prácticas.  
Visto lo anterior, a continuación se abordara la regulación que se ha dado de las técnicas de 
reproducción asistida en México.  
2.1.2 México: 
En México la regulación sobre las Técnicas de Reproducción Asistida es competencia de 
las autoridades federales, que se ciñen a lo dispuesto por la política que en la materia 
expida la autoridad del orden nacional.  
Como lo indican Ruiz & Flores (2017) En México corresponde a la Ley General de Salud 
establecer las bases para su regulación. No obstante, a la fecha no hay disposiciones claras 
en la materia que permitan indicar que existe una seguridad jurídica acerca de la aplicación 
de Técnicas de Reproducción Asistida.  
Es necesario resaltar, que si bien México reconoce la importancia de los derechos sexuales 
y reproductivos, no se ha expedido una regulación concreta y amplia frente al tema. Asi 
mismo, que las autoridades de cada Estado sean quien tiene competencia para regular este 
tema dificulta mucho más la seguridad jurídica sobre el tema.   
Tal como lo expresan Cano & Esparza (2018): 
El acceso a la reproducción humana asistida involucra el ejercicio de 
diversos derechos humanos, entre ellos el derecho a la protección de la 
salud, a la autonomía reproductiva, a la igualdad, a la no discriminación, 
a fundar una familia y a beneficiarse de los avances científicos, todos 
derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en tratados internacionales que México ha ratificado. Ello 
no implica que se utilicen recursos públicos desmedidamente para atender 
este rubro, sino que se busque que este servicio esté disponible en forma 
progresiva y gradual, aunada a que los criterios de admisión a sus 
programas no constituyan requisitos que vulneren derechos humanos 
(p.44).  
Como se expresa anteriormente, en el marco de la regulación Mexicana no se ha previsto 
incluir dentro de las prestaciones del sistema de seguridad social en salud. Ya que no se 
ha regulado nada concreto sobre el tema, no obstante, si bien no se consideran como una 
prestación a cargo del sistema de salud, tampoco se encuentra prohibida su práctica.  
Ahora bien, otro caso en América Latina que se ha presentado sobre la regulación de las 
Técnicas de Reproducción Asistida que ha sido ampliamente controvertido, es Costa 
Rica, cuyo caso se analizara a continuación.  
2.1.3 Costa Rica: 
En Costa Rica se ha presentado una particularidad frente a la regulación de las técnicas 
de reproducción asistida, ya que se expidió un Decreto en el año 2012 que prohibía la 
aplicación de la Fecundación In Vitro en todo el país. Dicho tema represento tanta 
controversia que se interpuso una demanda en contra del Estado Costarricense en sede 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Este caso se conoce como Artavia Murillo Vs. Costa Rica y aquí se indicó que dicho 
Estado es responsable por la violación de derechos a la integridad personal, a la 
intimidad personal, al derecho a formar una familia, entre otros. Por esta razón se ordenó 
que se deben derogar dichas normas que prohíben esta práctica, además se le ordeno que 
estaba en deber de  incluir la disponibilidad de la Fecundación In Vitro dentro de sus 
programas y tratamientos de infertilidad en su atención de salud (Chía & Contreras, 
2014).  
En razón de lo anterior, en Costa Rica se expidió un decreto en el año 2015 ordenando a 
la Caja Costarricense del Seguro Social la organización de todos los factores que 
permitan incluir la técnica de fecundación in vitro, a la cual tenga acceso cualquier 
mujer mayor de edad, soltera o con pareja, pero con algunos requisitos como ser infértil 
y haberse sometido a otras técnicas menos invasivas (Presidencia de Costa Rica, 2016). 
No obstante, en el control de constitucionalidad de este decreto, la sala constitucional 
anulo este decreto al afirmar que todo lo concerniente a los derechos fundamentales es 
reserva del legislador y por tanto mediante este decreto no podía regularse lo anterior. 
Por lo cual nuevamente fue necesaria la intervención de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, para indicar que el Decreto debía cobrar vigencia y que no era 
necesaria una Ley para regular el tema.  
3. Cubrimiento de las Técnicas de reproducción asistida en el sistema de 
seguridad social en salud en Colombia. 
En primer lugar, debe hacerse énfasis en que la normativa actual hace referencia a que 
cualquier procedimiento o medicamento que se incluya dentro del plan de beneficios en 
salud debe considerarse como efectivo y eficaz para aliviar la enfermedad que presenta el 
paciente, de igual manera estos deben ser la respuesta a los problemas de mayor relevancia 
en cuanto a mortalidad y discapacidades que se presentan de acuerdo a los estudios que 
realiza el Ministerio de Salud.  
Como lo asevera Calvo (2014) en varios países de América Latina se hace necesario que las 
entidades públicas limiten ciertos derechos con el fin de poder dar desarrollo a otros que se 
consideran de mayor importancia o que benefician a una mayor cantidad de personas, es asi 
como el derecho a la salud se ha visto limitado en Colombia por un marco que estipula que 
derechos serán garantizados y cuales deberán ser progresivamente incluidos en los planes 
de salud.  
Por esta razón, la discusión sobre la garantía de los derechos sexuales y reproductivos a 
través de la prestación de técnicas de reproducción asistida a través del sistema de 
seguridad social en salud, desconoce de manera flagrante las limitaciones económicas que 
tiene el Estado y la sobrecarga que representa el sistema de seguridad social en salud 
actualmente. 
Además de lo anterior, debe tenerse en cuenta que ninguna de las técnicas de reproducción 
asistida asegura al 100% que el individuo que lo recibe pueda procrear, por lo tanto el 
acceso a estas no garantiza de manera definitiva el derecho a la salud sexual y reproductiva 
ya que no en todos los casos estos procesos resultan exitosos (Sánchez, 2005). 
Como lo expresa Uriza (2016) la Corte Constitucional colombiana ha hecho referencia en 
varias ocasiones a las técnicas de reproducción asistida, su aplicación en Colombia y las 
obligaciones que derivan de la decisión de someterse a la práctica de un procedimiento de 
esta clase.  
También se debe tener en cuenta que si bien el estado acepta las diferentes formas de 
reproducción asistida, no se encuentra en condición económica de asumirlas, debido a Los 
altos costos que con lleva a realizar cada tratamiento de infertilidad. 
Para la Corte Constitucional colombiana, no ha sido ajeno el tema de los derechos sexuales 
y reproductivos, y se ha referido a estos de la siguiente manera:  
Los derechos sexuales y reproductivos reconocen y protegen la facultad 
de las personas, hombres y mujeres, de tomar decisiones libres sobre su 
sexualidad y su reproducción y otorgan los recursos necesarios para hacer 
efectiva tal determinación. Esta primera aproximación nos indica que 
abarcan pretensiones de libertad, que exigen del Estado abstenciones, 
pero también contienen reivindicaciones de tipo prestacional, que 
requieren del mismo una actividad concreta, las cuales deberán ser 
desarrolladas por el legislador y la administración para determinar 
específicamente las prestaciones exigibles y las condiciones para acceder 
a las mismas, las instituciones obligadas a brindarlas y su forma de 
financiación, teniendo en cuenta que se debe atender, de modo prioritario, 
a quienes más lo necesitan, tal y como sucede con todos los derechos 
según la jurisprudencia constitucional.Corte Constitucional.(15 de 
Octubre de 2009) Sentencia T-732 [MP Humberto Antonio Sierra Porto]. 
Lo anterior, resulta ampliamente relevante teniendo en cuenta que el legislador al 
abstenerse de regular este tipo de prácticas en Colombia y sus efectos civiles, impone una 
barrera para los individuos que dificulta el libre ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, y genera una inseguridad jurídica notable en torno a las técnicas de 
reproducción asistida.  
En este contexto Pabón, Archila, Upegui & Otero (2016) expresan que el reconocimiento 
del derecho a la salud como un derecho fundamental autónomo tiene como finalidad 
esencial proteger las condiciones de vida digna del ser humano, y dentro de estos aspectos 
debe contemplarse la salud sexual.  
Por esta razón se hace un reconocimiento por parte del Estado Colombiano 
de los derechos sexuales y reproductivos y hace énfasis en la 
autodeterminación reproductiva de cada individuo: 
La autodeterminación reproductiva reconoce, respeta y garantiza la facultad 
de las personas de decidir libremente sobre la posibilidad de procrear o no, 
cuándo y con qué frecuencia. Ello encuentra su consagración normativa en 
el artículo 42 de la Constitución que prescribe que “la pareja tiene derecho a 
decidir libre y responsablemente el número de sus hijos” y en el artículo 16, 
ordinal e), de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la mujer (CEDAW) que reconoce el derecho de la 
mujer y el hombre a decidir libremente sobre el número de sus hijos e hijas y 
el intervalo entre los nacimientos. Corte Constitucional (10 de Agosto de 
2012) Sentencia T-627 [MP Humberto Antonio Sierra Porto].  
En consecuencia, si bien se reconoce en esta sentencia la autodeterminación de que 
gozamos los colombianos de elegir si procreamos o no y con qué frecuencia, es parte del 
estado controlar en qué condiciones se da. Además, que el estado está en su deber de quitar 
toda barrera que impida el acceso a la salud sexual reproductiva, ahora bien, la Constitución 
Colombiana en ningún momento prohíbe el acceso de utilizar métodos científicos para 
procrear, lo que sí es claro es que el estado Colombiano en primer lugar goza de una 
limitación en el gasto público y Segundo al no menoscabar la salud de las personas en 
algunos casos no se considera como prioridad para que el estado lo incluya en el sistema de 
seguridad social, cabe anotar que la norma está condicionada a cumplir unos requisitos para 
que el sistema de salud trate y ayude a las personas que así lo requieran por medio de la 
acción de tutela.  
En este sentido, como lo indica Gonzalez, (2013), resulta claro que los derechos sexuales y 
reproductivos tienen su fundamento de protección constitucional desde el artículo 42, que 
legitima también la reproducción asistida científicamente para la procreación de hijos. Sin 
embargo, es necesario que se regule el tema, para que de manera concisa se le indique a 
quienes deseen someterse a este tipo de prácticas las consecuencias jurídicas en relación 
con la filiación y las médicas que puede representar este tipo de prácticas.  
Dado el caso es claro una evolución en el ordenamiento jurídico, teniendo en cuenta el 
panorama internacional que han adoptado diferentes países frente al tema, si bien es 
menester del estado Colombiano facilitar, apoyar y promover estrategias que brinden una 
libertad entre sí las personas deciden o no procrear. Se deben ponderar los casos 
internacionales de la viabilidad que lleva consigo traer niños bajo esta metodología, y de 
los países que hasta el momento han rechazado este tipo de tratamientos de técnicas 
asistidas.  
En el marco de lo anterior, la Corte Constitucional es enfática en el reconocimiento del 
derecho fundamental a la salud sexual y reproductiva de todos los ciudadanos colombianos, 
asimismo expresa que estos se encuentran reconocidos desde el ámbito nacional y además 
en los instrumentos convencionales que ha ratificado Colombia, y que representan una 
obligación convencional para el Estado (Sierra, Cubides & Carrasco, 2016).  
Un ejemplo de lo anterior se puede observar en los pronunciamientos que ha realizado la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos que en la sentencia del caso Artavia Murillo 
Vs Costa Rica, donde se expresó lo siguiente: 
“La Corte ha señalado que la decisión de tener hijos biológicos a través del acceso a 
técnicas de reproducción asistida forma parte del ámbito de los derechos a la integridad 
personal, libertad personal y a la vida privada y familiar. Además, la forma como se 
construye dicha decisión es parte de la autonomía y de la identidad de una persona tanto en 
su dimensión individual como de pareja”. 
Así mismo, se hace énfasis en que el Estado no puede prohibir ninguna práctica 
relacionada con las técnicas de reproducción asistida ya que la decisión de procrear a 
través de estos métodos es estrictamente de la esfera privada de los individuos.  
  
3.1 Sentencia T-274 de 2015: 
Posteriormente se asume una postura por parte de la Corte Constitucional sobre la 
vulneración de los derechos sexuales y reproductivos que se presenta con la restricción de 
las técnicas de reproducción asistida en el plan de beneficios en salud del sistema de 
seguridad social en Colombia.  
Al no poder acceder a los tratamientos de fertilidad tendrán como única 
posibilidad para conformar una familia la de la maternidad adoptiva, 
vulnerándose de esa forma el derecho a la vida privada y familiar, que 
incluye el respeto de las decisiones tanto de convertirse en padre o madre, 
como de convertirse en padres genéticos. Ahora bien, a pesar de 
estar justificada la exclusión de los tratamientos de fertilidad del Plan 
Obligatorio de Salud, dado su considerable costo, ello no significa que en 
algunos casos no pueda incluirse a efectos de garantizar otros derechos 
fundamentales que se vean eventualmente involucrados como la salud 
reproductiva, la igualdad, el libre desarrollo de la personalidad y el derecho 
a conformar una familia. No corresponde a la Corte hacer una valoración de 
las prioridades financieras del sistema de seguridad social en salud; se trata 
de asegurar la garantía de los derechos fundamentales de pacientes que se 
encuentran en circunstancias especiales y excepcionales. Corte 
Constitucional.(12 de Mayo de 2015) Sentencia T-274 [MP Jorge Iván 
Palacio Palacio]. 
 
Dentro de esta providencia, también se menciona diversas situaciones en las cuales la corte 
ha concedido a los peticionarios el acceso a tratamientos de reproducción asistida y ha 
obligado a las Entidades Promotoras de Salud a garantizar la práctica de este tipo de 
tratamientos de reproducción asistida, aduciendo criterios como la continuidad de la 
prestación de servicios de salud y la garantía de la vida, la salud o la integridad de una 
persona incluyendo la salud física y mental (Palacios & Jadresic, 2000).  
Así mismo, se debe tener en cuenta que existen entidades privadas que brindan el servicio, 
de lo cual el estado colombiano debe vigilar constantemente y no contribuir a que se vuelva 
un tema netamente lucrativo para estas entidades. Por qué como se ha expuesto si bien son 
costosos los tratamientos se ve una clara limitación frente a la clase baja de nuestra país que 
se le hace imposible acceder a estas intervenciones, quedando así solo para la clase alta de 
nuestro país el acceso a estos mismos, de los cuales si no se cuenta con una constante 
vigilancia y control de estas entidades generar un problema coyuntural y consigo 
menoscabo a nuestros principios constitucionales.  
Así mismo señala que la prohibición de otorgar este tipo de tratamientos médicos a través 
de las entidades promotoras de salud, conlleva una serie de elementos que deben ser 
analizados. 
La prohibición de los tratamientos de reproducción asistida por parte de los 
Estados supone una limitación para el ejercicio de estos derechos, y de paso, 
para otros que se encuentran íntimamente relacionados, como el derecho a la 
igualdad. Desde esta perspectiva, dicha prohibición se concreta en 
situaciones de discriminación indirecta en relación (i) con la condición de 
discapacidad sobre aquellas personas que padecen una enfermedad en su 
sistema reproductivo (ii) con el género -en la medida que produce impactos 
desproporcionados diferenciados por los estereotipos y prejuicios de la 
sociedad- y (iii) con la condición económica al tener un impacto negativo 
sobre las personas que no cuentan con los recursos para asumir un 
tratamiento de reproducción asistida.Corte Constitucional.(12 de Mayo de 
2015) Sentencia T-274 [MP Jorge Iván Palacio Palacio]. 
 
De igual manera, la corporación hace una importante aclaración en donde se especifica que 
solo en casos de infertilidad secundaria cuando como lo indica Luna (2013) existan 
afecciones físicas o enfermedad autónoma que limiten la capacidad de una persona para 
engendrar se puede otorgar protección excepcional por vía de tutela.Siempre y cuando no 
constituya meros deseos sino una necesidad que está poniendo en riesgo su salud integral, 
mental y física.  
No obstante lo anterior, este pronunciamiento deja de lado el principio de sostenibilidad 
fiscal previsto en la Constitución Política de Colombia que hace referencia a un manejo 
adecuado de las finanzas públicas, de manera que el gasto público no se incremente por 
encima de los ingresos (Barbosa, 2012), lo anterior teniendo en cuenta que el acceso a las 
técnicas de reproducción asistida con cargo a las unidades por capitación dentro del 
régimen de seguridad social en Colombia, supone una destinación de recursos adicional 
para el sector salud o la inversión de los recursos existentes en la realización de estas 
prácticas.  
Cabe anotar, que el estado no cuenta con el equipo técnico ni el personal adecuado para que 
las personas accedan a este tipo de tratamientos. Cómo estado se debe enfatizar que existen 
prioridades dentro del sistema de salud que si contribuye un problema de salud pública, sin 
menoscabar los derechos fundamentales que gozan cada uno de los ciudadanos. La 
infertilidad en las personas, sí bien lleva a no realizarse como padres, se debe tener en 
cuenta de los muchos niños que no poseen hogares y están en la espera de uno y que el 
estado mientras eso ocurre debe solventar el mínimo de derechos para la subsistencia diaria 
de los mismos. 
La postura de esta sentencia hace referencia a que el Estado, está en la capacidad de 
modificar su política pública sobre técnicas de reproducción asistida y su inclusión en el 
sistema de seguridad social en salud y en esa medida incluir estas prácticas en el Plan de 
Beneficios en Salud, lo anterior con el fin de que se garanticen los derechos sexuales y 
reproductivos de la población que tiene problemas de fertilidad.  
3.2 Sentencia T-398 de 2016: 
Ahora bien, el anterior pronunciamiento tuvo férrea oposición desde el punto de vista de la 
sentencia  T-398 de 2016 que realiza un análisis acerca del condicionamiento que se realiza 
por parte de las entidades promotoras de salud para la práctica de tratamientos de 
reproducción asistida a una orden judicial, teniendo en cuenta que los mismos no se 
encuentran incluidos dentro del plan de beneficios en salud que actualmente rige para el 
sistema de seguridad social en Colombia (Vaca, 2015).  
Expresa entonces la corporación, respecto de la sentencia T-274 de 2015, que no es factible 
convertir en una constante la postura desarrollada en esta providencia ya que esto 
condiciona al juez de tutela a que decida por anticipado aspectos o debates públicos, legales 
y científicos que es competencia del legislador.  
 Resulta procedente el amparo para asuntos atinentes a la fertilidad en caso 
que se presente alguna de las siguientes circunstancias: (a) cuando el 
tratamiento para la infertilidad ya ha sido iniciado por parte de la Entidad 
Promotora de Salud y ésta lo interrumpe de manera inesperada, es decir, sin 
mediar concepto médico que justifique tal proceder o existir una razón 
científica que sustente dicha suspensión, hipótesis en la cual se debe 
garantizar la continuidad en la prestación del servicio; (b) cuando lo 
requerido por el accionante es la práctica de exámenes para precisar una 
condición de salud asociada a la infertilidad o para diagnosticar su causa, 
evento en el cual el juez constitucional ordena la realización del examen 
diagnóstico, y no el tratamiento para la infertilidad; y (c) cuando la 
infertilidad es un síntoma o la consecuencia de otra enfermedad que afecte la 
salud, la vida o la integridad física de la mujer, hipótesis en la que el amparo 
se dirige a asegurar el suministro de las tecnologías en salud requeridas para 
tratar directamente aquella enfermedad, más no la prestación de la técnica de 
reproducción asistida propiamente dicha. De lo anterior se desprende, en 
primer lugar, que debido al principio de la continuidad en la prestación del 
servicio de salud, no es permitido que se suspendan los tratamientos para la 
infertilidad ya iniciados, a pesar de que la entidad promotora de salud no 
tenga la obligación de suministrarlos por estar fuera de la cobertura del plan 
de beneficios otorgado a los afiliados Corte Constitucional.(1 de Agosto de 
2016) Sentencia T-398 [MP Luis Guillermo Guerrero Perez].  
Frente a este pronunciamiento, no se puede condicionar a un juez de exigir por anticipado 
que realice procedimientos teniendo en cuenta varias vertientes. Entre esas, que el 
tratamiento no asegura que sea viable para todos los pacientes, y el juez no está en 
capacidad de discernir sobre qué necesita en específico y si la entidad de salud está en 
condiciones de realizar dicho procedimiento. Así las cosas, es obligación legislar al 
Congreso de la República y no a la corte frente asuntos que con traen consecuencias 
jurídicas para el estado Colombiano. 
Por lo tanto, el análisis sobre la viabilidad de la práctica de técnicas de reproducción 
asistida con cargo al sistema de seguridad social en salud, no puede basarse únicamente en 
la incidencia negativa que la infertilidad pueda tener sobre esferas psicológicas y sociales 
del individuo, sino que debe enfocarse en la existencia de una acción u omisión vulneradora 
del derecho a la salud que se traduzca en la falta de prestación de servicios o suministro de 
medicamentos para la infertilidad y de la misma forma se debe investigar acerca de si esta 
conducta activa u omisiva implica el incumplimiento de una obligación del Estado (Daza, 
2015).  
A este respecto, la regulación sobre las técnicas de reproducción asistida debe comprender 
una legislación específica que permita dar limitación a los posibles problemas que puede 
surgir, así las cosas evitar analogías y equívocos frente a las probables interpretaciones que 
se desprendan de los pronunciamientos que ha hecho la corte frente al tema. Que si bien 
representan un problema para el estado incorporar técnicas con el fin de cumplir lo 
incorporado en la jurisprudencia con el fin de no permitir el menoscabo de dichos derechos 
fundamentales.  
La sentencia destaca que si bien es posible que el Estado haga una modificación del sistema 
de salud para incluir esta clase de tecnologías dentro del sistema,  no debe desestimarse que 
el Estado colombiano tiene una amplia incapacidades económica, y obligarlo a incluir las 
técnicas de reproducción asistida en el sistema de seguridad social en salud puede suponer 
dejar de atender servicios de primera necesidad para los pacientes. 
Sin embargo, las anteriores no han sido las únicas providencias donde se ha pronunciado la 
Corte Constitucional sobre el tema, ya que en la sentencia T-316 de 2018 se hace referencia 
al tema nuevamente, y la cual se analizara a continuación.  
3.3 Sentencia T-316 de 2018: 
En esta sentencia analiza el caso de una acción de tutela interpuesta por una mujer de 33 
años que solicita se protejan sus derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana, a 
la igualdad, a la salud sexual y reproductiva, al libre desarrollo de la personalidad, a 
conformar una familia y a la maternidad a través de la concesión del acceso a la práctica de 
la fecundación in vitro, pero este análisis se circunscribe en general a la inclusión de las 
técnicas de reproducción asistida dentro del plan de beneficios en salud.  
Analiza entonces la Corte Constitucional si la Entidad Promotora de Salud vulnera los 
derechos fundamentales a la salud y a la vida digna así como los derechos sexuales y 
reproductivos de la paciente que padece infertilidad primaria. Al respecto la Corte 
Constitucional expresa lo siguiente en este pronunciamiento: 
En conclusión, como quedó probado, la infertilidad de la señora Yuli Paola 
Santacruz Abril es primaria en la medida en que no es un síntoma o la 
consecuencia de otra enfermedad, pues proviene directamente de un factor 
irreversible producto de la extirpación quirúrgica de sus ovarios, conforme 
lo adujo su médico tratante, perdió ambos ovarios por una resección y 
extirpación de los mismos, razón por la que la actora requeriría de la 
fecundación (fertilización) in vitro solamente para satisfacer su deseo de 
gestación y no existe orden médica que justifique técnica y científicamente 
su necesidad o idoneidad para mejorar la calidad de vida de la accionante 
suprimiendo los efectos secundarios que alega padecer (Sentencia T-316 de 
2018). Corte Constitucional.(2 de Agosto de 2018) Sentencia T-316 [MP 
Cristina Pardo Schlesinger]. 
En el contexto de lo anterior, resulta claro que la práctica de técnicas de reproducción 
asistida con cargo al sistema de seguridad social en salud no pueden autorizarse por 
parte del juez de tutela en todos los casos, ya que cuando se observe únicamente que la 
solicitud tiene fundamento en el deseo del individuo de procrear y la misma no cuente 
con un respaldo científico no será viable que se conceda la solicitud ya que se está 
pasando por alto las normas que regulan la prescripción de servicios y procedimientos 
que se encuentran por fuera del plan de beneficios. 
A este respecto, pese a la restringida y poca regulación que se tiene sobre las técnicas de 
reproducción asistida, se evidencia una actuación incoherente frente a lo mencionado 
por la corte anteriormente y la protección al derecho a la salud que comprende tanto 
como la salud mental, física y social, y si bien claramente se deben tener en cuenta que 
no sólo el deseo de procrear se considere indispensable para que el juez falle en favor de 
la tutela. Aquí la accionante tiene otras vías por las cuales suplir su deseo de ser madre 
como lo es la adopción, por lo cual, no se estaría vulnerando ningún derecho. Lo que sí 
hace precario son los vacíos que ha dejado la norma al no legislar y no tener criterios 
claros frente a las técnicas de reproducción.  
No obstante, la corte debe tener en cuenta dichos parámetro que inciden en la realización 
de dichas técnicas dentro del sistema de seguridad social, debido a que dejó su 
interpretación por analogía, y dejar claro que se deben agotar otros mecanismos como es 
la adopción. 
 
Ahora bien, a continuación se realizara un análisis de las posibles consecuencias de la 
inclusión de las técnicas de reproducción asistida en el plan de beneficios en salud.  
Conclusiones 
Es claro que la infertilidad representa una condición que influye de manera relevante en el 
goce de los derechos sexuales y reproductivos de los individuos, no obstante; no puede 
culparse al Estado de esta situación e imponerle obligaciones como la inclusión de la 
práctica de técnicas de reproducción asistida en estos casos para garantizar el derecho a la 
autonomía reproductiva de quienes no pueden procrear de manera natural.  
El análisis realizado en el anterior artículo de investigación permite corroborar la hipótesis 
planteada que indica que es necesario la evaluación de cada caso concreto con el fin de 
terminar la necesidad del individuo de acceder a la práctica de algunas de las Técnicas de 
Reproducción Asistida y el porcentaje de éxito de la misma en su objetivo de procreación.  
La carga prestacional que en la actualidad tiene el Estado colombiano es significativa y no 
es viable que se abra la puerta a la concesión de un tratamiento como las técnicas de 
reproducción asistida a cargo del sistema de seguridad social en salud, ya que estas no 
aseguran  la solución a la infertilidad de un paciente, y representan un alto costo para dicho 
sistema.  
En este ámbito los derechos de carácter sexual y reproductivo si bien deben ser 
garantizados de manera plena por el Estado, no deben ser asumidos por el mismo. Debe 
considerarse en este punto que el Estado colombiano no prohíbe la realización de este tipo 
de procedimientos, ya que considera que la práctica de los mismos representa una decisión 
que se circunscribe al ámbito privado y personal de cada individuo.  
Por lo tanto, la posición que en la actualidad ha asumido la Corte Constitucional acerca de 
valorar cada caso concreto y determinar las condiciones específicas de cada caso, resulta 
apropiada teniendo en cuenta la realidad del sistema de seguridad social en salud en 
colombia. En ese sentido, el análisis de las circunstancias concretas de cada caso permite 
que el sistema de salud cumpla con su función de maximizar los recursos brindando a una 
mayor cantidad de personas un servicio que resulta indispensable para su vida e integridad 
física.  
Debe tenerse en cuenta que el Plan de Beneficios del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud no está diseñado para satisfacer todas aquellas prestaciones, tecnologías, servicios 
o insumos que se puedan derivar o exigir con ocasión de dicha interdependencia, relación o 
conexión con el Derecho a la Salud por lo cual debe definirse cuales servicios de salud son 
indispensables de acuerdo a las patologías de la población colombiana. 
Ahora bien, en este momento nos encontramos en un estado que no es legal pero tampoco 
ilegal, y si bien Colombia ha ratificado muchos tratados a lo cual da paso que no podría 
catalogarse estos tratamientos como ilegales, se evidencia que debido a los altos costos que 
presentan esta clase de intervenciones hace difícil el tema de una regulación eficaz y apoyo 
por parte del estado en incluirlo al sistema de seguridad social. No se puede destinar un 
porcentaje alto a esta clase de tratamientos por el simple caso de un deseo, cuando en 
Colombia tenemos problemas críticos por priorizar y aun así existe una alternativa y es la 
de adopción. Lo que si el estado debe ser cuidadoso frente al tema es de una vigilancia y 
control de las clínicas que brindan este servicio de manera privada, pues cómo se mencionó 
puede generar  un problema ya no de preservar la integridad ni la salud de una persona sino 
crear “mafias” y explotación cómo está ocurriendo en el alquiler de vientres.  
Es claro que el tema exige una regulación y límites rigurosos, debido que la Concepción 
religiosa hace pensar que no puede llevarse a cabo bajo ninguna óptica porque la 
procreación debe surgir de manera natural sin intervención científica. 
Es de menester del legislador indagar y llegar a fondo sobre si verdaderamente sufre 
menoscabo la salud mental, integral, física de la persona que no puede acceder a este tipo 
de tratamientos, o si bien se está discriminando por tema económico de que no puedan 
realizar estos mecanismos para procrear.  
Por lo tanto, es de la esfera social la forma en que se procrea, todo esto a su vez que es de 
salud pública en el caso de las madres que alquilan sus vientres con el fin de proporcionar a 
otra pareja ser padres, por lo cual el tema se ha convertido en un “negocio” para las 
entidades privadas que brindan tal servicio y de las personas que en la informalidad trafican 
y extorsionan con los diferentes tratamientos para la fertilización.   
En tal sentido, se ha expuesto ya anteriormente que esta clase de tratamientos no garantiza 
su efectividad al 100%, en muchos casos resulta improcedente porque va en contra de la 
salud del paciente, así las cosas, el estado en aras de proteger el equilibrio financiero debe 
establecer límites en cuanto la prestación y la inclusión de estos tratamientos en el sistema 
de seguridad social. 
A su vez estar en estricto acompañamiento con las entidades privadas que prestan servicios 
de  reproducción asistida.  
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